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Ley de Reconversión Vitivinícola Nº 22667: su discusión durante la gran crisis vitivinícola en la década de 1980.
1. Introducción

Planteamiento del problema.

Durante la década de 1980, el sector vitivinícola de Mendoza pasó por una de sus peores crisis de sobreproducción. Tal situación se dio en un contexto macroeconómico desfavorable para la economía Argentina: restricciones de crédito externo, altos niveles de inflación y una caída de los salarios reales. Hacia octubre de 1982, se sancionó el decreto-ley ¨de reconversión vitivinícola¨ que pretendía compatibilizar la oferta de uvas y vinos para evitar la formación de excedentes; mejorar la calidad de los viñedos; fomentar una recuperación del precio del vino que recibe el productor; diversificar usos de la uva; lograr eficiente fiscalización y control de la industria
. Para lograr estos objetivos, la ley estableció una limitación a la vinificación en cada zona productora teniendo como parámetro el consumo vínico del año anterior, otorgando un ¨cupo de vinificación¨ por cada viñedo. Además, se otorgó un adelanto financiero a los gobiernos provinciales –de Mendoza y San Juan- para que estos adquirieran vinos por un volumen de 9,5 millones de hectólitros, para aliviar la grave situación económica de los productores en las citadas provincias. 

En consecuencia, el presente trabajo pretenderá analizar la discusión planteada en torno a la aplicación de la citada ley en 1983, desde los principales actores sociales que han integrado el entramado productivo vitivinícola en Mendoza. 
La discusión de los actores no solo comprende la discusión de la citada ley, sino que también comprende otras temáticas adyacentes, que no son menos importantes, como las adulteraciones y falsificaciones de vinos, prácticas que tras el agravamiento de la crisis se intensificaron.
Asimismo, se pretende abordar las diversas problemáticas vinculadas a la aplicación de la ley. 

El discurso de los actores se tomará desde fuentes periodísticas: diarios del período, revistas de divulgación y publicaciones del Instituto Nacional de Vitivinicultura.
2. La Crisis vitivinícola y los cambios productivos
Hacia finales de la década de 1970 la vitivinicultura argentina entra en una de sus peores crisis de sobreproducción. Esto se dio como consecuencia de leyes dictadas por gestiones de gobierno  años atrás, que favorecieron la implantación de viñedos de baja calidad enológica y altos rendimientos.
 En la provincia de Mendoza, la superficie implantada con vid era de 252,9 mil hectáreas en 1978, mientras que en 1986, se redujo a las 199,1 mil hectáreas, reduciéndose la superficie en un 21,26%
.
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 3. Contexto: Liberalización de la economía y la dictadura militar de 1976
Ahora bien, ¿que sucedía durante el transcurso político- institucional en la Argentina?.
 El proceso de reorganización nacional durante el año 1976 instituyó un Estado autoritario. La junta militar intentaba reorganizar institucional y políticamente el país afianzando su hegemonía, a través de las intervenciones que se realizaban en los puestos clave de gobierno, las provincias y en los municipios, desplazando a gobernadores y ministros, por ejemplo en el Instituto Nacional de Vitivinicultura -INV de aquí en adelante-, ejecutando políticas de gestión según sus propios lineamientos.
Desde el plano económico, el gobierno se basó en una plena liberalización de la economía. Como afirma Adolfo Canitrot,
 la política económica de 1976, se configuró como un intento radical de transformación en su esquema de funcionamiento, teniendo en cuenta la economía vigente desde 1930. Tanto el mercado de trabajo como el mercado de capitales, funcionarían según las reglas de la libre competencia: la ley de la oferta y demanda. Una apertura al mercado externo y una apreciación del tipo de cambio impuesta más fuertemente hacia 1978, fueron los principales rasgos de la política económica.
Sectores que intervinieron en la discusión en torno a la ley 22667
El complejo vitivinícola mendocino estaba conformado por diversos actores socioeconómicos. 
En primer lugar podemos citar a Giol. Su finalidad era la regulación del precio y mercado de vitivinícola, elaborando vinos a quienes carecían de bodegas propias, por ejemplo los maquileros y viñateros, aquellos actores económicamente más desprotegidos. El  principal mecanismo utilizado por Giol consistió en la compra de grandes volúmenes de uvas y de vinos de traslado para regular los precios. Asimismo orientaba el mercado de uvas pagando precios superiores de variedades utilizadas para la elaboración de vinos finos.

Otro de los actores clave fue el Instituto Nacional de Vitivinicultura (INV).  Este ente fue creado en 1959  por la Ley Nacional Nº 14878
 para el control y la sanción de los fraudes en la elaboración del vino tales como el “estiramiento” u otras maniobras, así como el cumplimiento de las condiciones de calidad, y el grado alcohólico mínimo establecido en cada año de cosecha de vid. 

Un sector relevante era el centro de bodegueros de Mendoza. Agrupaba a los propietarios de las pequeñas y grandes bodegas –Adrián senetiner, Rodolfo Reina Rutini, a modos de ejemplo-, con un representante especialista en el área que ejercía su influencia en cuanto a las políticas vitivinícolas a adoptar, entablándose nexos con el gobierno provincial de aquella época (Gobernador de la provincia de Mendoza pero, principalmente las relaciones establecidas con el interventor del INV).
Los productores cuyas condiciones económicas no permitían estar plenamente integrados conformaban la Asociación de Viñateros de Mendoza. No contaban con bodegas y entregaban la materia prima a las empresas elaboradoras mediante contratos, por sus recursos insuficientes debían acudir a las bodegas privadas o a las estatales (caso de Giol).  

Una de las entidades de importancia era la Asociación Vitivinícola Argentina (AVA). Esta actuaba en representación de las grandes empresas privadas, simultáneamente representaba a las fraccionadoras: estas ¨se limitan a comprar el vino a granel, a fraccionarlo y a envasarlo […] Son agentes intermediarios que operan en el mercado por el lado de la oferta¨
 que se nucleaban principalmente en regiones distantes de Mendoza, por ejemplo Buenos Aires. Su importancia era significativa por su peso económico y de lobby, ya que agrupaba tanto a las bodegas como a las mismas empresas que fraccionaban el vino. 

Los empresarios privados vitivinícolas estaban nucleados en la ADEVI: Asociación de Empresarios Vitivinícolas, que nucleaba a empresarios privados y fraccionadores. A su vez, el sector trasladista de vinos a granel, se conformaba en la Sociedad Vitivinícola de Mendoza. 
La Asociación de Cooperativas Vitivinícolas (ACOVI) nucleaba a productores de menor significación económica pero cuya función social era relevante, al defender los intereses de pequeños viñateros cuyos recursos no llegaban a ser como los de aquellas empresas grandes o medianas capaces de afrontar mejor los vaivenes económicos. También, la Sociedad Rural del Valle de Uco, como corporación, respondía a los intereses regionales de los productores mendocinos.
4. Ley de reconversión y estiramiento de los caldos vínicos
El  28 de octubre de 1982 se sancionó el Decreto-Ley de Reconversión Vitivinícola 22667. Este pretendía adoptar medidas de carácter estructural a la industria, para paliar la grave stuación de los distintos estamentos que conforman el complejo. Así, el decreto-ley
 publicado expresaba

¨[…] El sector vitivinícola enfrenta una de las crisis más profundas de su historia, como consecuencia de serias deformaciones del mercado; precios totalmente deteriorados, principalmente en la etapa de traslado, esto es, lo que recibe como retribución el productor, acumulación de excedentes, dificultades para la comercialización etc.[…] ¨

El decreto-ley, estipulaba entre sus objetivos: 

¨ […] a) Compatibilizar la oferta de uvas y de vinos evitando la formación de futuros excedentes;

b) Mejorar la calidad de los viñedos y de los vinos;

c) Producir una recuperación del precio del vino que recibe el productor;

d) Diversificar los usos de la uva;

e) Completar las normas existentes para lograr una moderna y eficiente fiscalización y control de la industria; 
Tales objetivos se alcanzarán por la limitación establecida a la vinificación de uva en cada zona productora, a partir de la vendimia 1983, en base al consumo de vino del año calendario anterior, otorgando un cupo de vinificación por viñedo, teniendo en cuenta para ello la Zona de Radicación del mismo y la calidad enológica de la uva que produce, restringiendo por vía indirecta la futura implantación de viñedos con destino a vino común, la reglamentación de aspectos tales como la relación técnica uva-vino; permanencia de vinos inaptos en bodegas; destino de borras vínicas y fecha de liberación al consumo de vinos nuevos.

Finalmente y a fin de coadyuvar al alivio inmediato de la situación financiera de los productores vitivinícolas, la ley establece un adelanto de carácter excepcional a los gobiernos provinciales involucrados, que será destinado a la compra de vino por un volumen máximo de 9,5 millones de hectolitros. Tal adelanto será financiado en su totalidad con el incremento transitorio de la tasa de impuestos internos que grava el consumo de vinos. […]¨
  

Cada año se establecería, un cupo nacional de producción de vino, en otras palabras, la cantidad de vino a producir cada año estrictamente para evitar excedentes. Los cupos, además eran transferibles. Por otra parte, establecía la cantidad de uvas para producir determinado volumen de vino (relación uva-vino), es decir la cantidad mínima de uvas (125kg) para producir 100 lts de vino
; esto con el objeto de evitar estiramientos de los mismos. También, estipulaba el volumen mínimo de la producción destinado a la destilación o elaboración de vinagre.
 
Giol, la empresa propiedad del Estado, decidió en este período actuar más enérgicamente para mejorar los precios vino de traslado que se encontraba sumamente deprimido, a pesar de las sucesivas intervenciones que tuvo. Una de las razones de los bajos precios fue el establecimiento de precios máximos en la canasta de alimentos, y el vino común era un producto que integraba tal lista, por ser un producto dirigido hacia las clases más populares. En este sentido, la Ley de Reconversión Vitivinícola sería en un futuro una herramienta destinada a limitar la oferta de vinos, con el consecuente aumento en el precio del vino de traslado. 

Una cuestión de gran preocupación que formaba parte de la coyuntura de crisis de sobreproducción vínica eran los 9.5 millones de hectólitros de vinos comunes que adquiriría el Estado Nacional
. En principio el Estado compró una significativa cantidad del excedente, pero a posteriori  el problema era dónde almacenarlos. El costo, era oneroso para el propio Estado. Los excedentes de vinos, deberían ser almacenados en vasija vinaria adecuada, y ante la carencia de instalaciones adecuadas, el INV en el año 1984 concluía con las obras de construcción de una planta de recepción, almacenaje, Tratamiento, Despacho y Embarque de productos vitivinícolas en Puerto Nuevo, Buenos Aires. La obra, iniciada en 1980 tenía como objetivo el almacenaje de vinos y mostos para la exportación.
   
La fijación de precios máximos establecidos por el gobierno, no fue de beneplácito para los diversos sectores productivos. Tiempo después, incluso hasta la presidencia democrática de Raúl Alfonsín, la medida persistió, dada la coyuntura inflacionaria de considerable importancia. En este caso el Comité Vitivinícola hacía su reclamo a la Secretaría de Comercio:
¨[…] La vigencia del régimen de control de precios para el vino de mesa está provocando daños irreparables a la vitivinicultura de todo el país […] Dicho control, dado el mecanismo existente para autorizar aumentos, y ante la existencia de altísimas tasas de inflación, torna imposible que la industria recupere la mínima rentabilidad necesaria para salir de su actual postración […] la situación se agrava por cuanto los insumos necesarios para el fraccionamiento y transporte del vino están fuera del control de precios y por lo tanto sus aumentos no guardan relación alguna con los autorizados para el vino […] ¨

El secretario de Comercio de la Nación manifestó sus planteamientos respecto al mantenimiento de los ¨precios máximos¨ al vino. En este sentido, cabe aclarar, que durante todo el año 1983 seguían vigentes los precios máximos al vino de mesa. 
¨ […] tuvimos que tomar posiciones a los efectos de ajustarnos a la política de ingresos, para no afectar a los sectores de menores recursos […] técnicamente no es un congelamiento de precios, aún cuando esto no implica que uno no pueda mover los precios […] Se trata de evitar el recalentamiento de los precios […] las medidas tienen justificación porque ¨el gobierno constitucional no podía permitir, de ninguna manera índices de crecimientos de precios que nos desborden¨ […] ¨
Una de las práctcas ilegales en que incurrían los falsificadores de vinos eran los estiramientos y adulteraciones: en ocasiones, los vinos a granel que salían de las bodegas eventualmente con mayor contenido alcohólico que el nominal, al llegar a destino –por lo general en las fraccionadoras, que se hallaban en los centros de distribución- se les adicionaba agua. También esto sucedía en aquellos fraccionadores y/o bodegas de origen local. En otros casos, los vinos eran adulterados: esta práctica consiste en el agregado de alcohol etílico, aditivos, y agua a los mostos concentrados, perdiéndose en consecuencia las propiedades organolépticas originales de los vinos genuinos, y tratándose consecuentemente en una estafa al consumidor final del producto.   

Los dirigentes vitivinícolas provinciales y empresarios –no todos por cierto-, denuncian enérgicamente las falsificaciones y relatan sus consecuencias. No así lo hacen aquellos dirigentes vitivinícolas vinculados a empresas fraccionadoras en Buenos Aires. El ex presidente de la Sociedad Rural del Valle de Uco y miembro de la Subcomisión de Vitivinicultura de la Sociedad Rural del Valle de Uco, Juan Hinojosa Irusta, opinaba: 

¨[…] el problema no está en la abundancia de la producción (algo que realmente es ponderable dadas las características desérticas de la zona), sino en la gran industria de la falsificación orquestada desde Buenos Aires y tolerada por todos los gobiernos anteriores e ignorada por el actual […]¨ 

Sin embargo, tanto se acusa de agregado de alcohol y de adulteración, a las empresas que fraccionan los vinos en los grandes centros urbanos de consumo como a las bodegas. El ingeniero Mario Toso, interventor del Instituto Nacional de Vitivinicultura y promisorio bodeguero, se expresa de acuerdo a sus dichos sincerizándose en tal sentido al presenciar una reunión con vitivinicultores del sur de Mendoza:  
¨ […] Hay que evitar con ese inmenso volumen de agua que se acostumbra a echar, no se lo puede seguir haciendo si la industria no nos permite, y cuando nos concienticemos de que cada chorro de agua que se eche será echarse agua en nuestra propia cara¨ […] No se debe caer en la tentación […] el volumen de vino tiene que ser mas chico o nos fundimos […] el industrial se defiende o se funde […]. Los presentes se miraron y sonrieron, sin que nadie desmntiera tan categórica afirmación del titular del INV¨

Respecto a la calidad de los vinos, aduce Toso: 
¨[…] No se debe engañar al consumidor con una etiqueta que dice blanco tal o cual , y donde en realidad es parte de vino blanco  cortado con otro de color […] (Toso) recordó las palabras que le dijera hace unos días un  técnico alemán: ¨El vino común argentino ha perdido mucho su calidad, y así se perderán muchos mercados¨ […] ¨Esto nos debe hacer reflexionar […] debe tenerse en cuenta que la adulteración de vinos es entre 7 y 20 veces mayor por aguamiento que por alcoholización. De ahí el gran volumen de vino que se tiene, y la solución de este problema, no la tiene el Gobierno, sino el mismo industrial […] ¨ 
  

Tiempo después, el interventor en el INV, se expresaba acerca de los estiramientos en una reunión que vinculaba a empresarios, alertando sobre la grave situación en la vitivinicultura, y sus factores que la incentivaban acerca del empeoraminto de la calidad de los vinos comunes.

¨ [Mario toso] reflexionó si este tipo de vino no había sido transformado  a lo largo de los años en ¨algo que dista cada vez más de ser vino que conocimos por nuestros abuelos¨ […] ¨¿No han pensado, […] que esto es como un ¨brebaje¨, que adonde nos va a llevar? […]¨
   

El flagelo de la falsificación y los estiramentos, persistió a lo largo de la crisis. No obstante, otros sectores abogaron inculpaban de tales ilícitos a los fraccionadores, no a los industriales. En este sentido, se expresa el vicepresidente de la Asociación de Viñateros de Mendoza, Adolfo González Arroyo:
¨ […] el estiramiento de vino y los caldos que salen fuera de control produce un notable perjuicio en la masa de consumo […] Finalmente puso énfasis en recalcar que ¨los estiramientos de vinos y posibles fraudes se encuentran solamente fuera de las provincias productoras […] ¨
  
El diario Los Andes, también se expresa, remitiéndorse a las repercusiones de los estiramientos y las adulteraciones:
¨[…] las páginas de los diarios se hicieron eco de diversos descubrimientos de embrques de alcohol etílico, el primero de los cuales fue descubierto por un inspector de la Dirección General de Industrias, urgiendo medidas de control contra la falsificación de vinos […] Bajo esas condiciones se emite la llamada ¨ley de reconversión vitivinícola¨ que tiende a equilibrar la producción y el consumo, introduciendo no menos de tres defectos sustanciales, como eliminar excedentes sin prohibir nuevas implantaciones, no efectuar aporte alguno al control de ¨estiramiento¨ en los grandes centros de consumo y desconocer las ventajas excluyentes del fraccionamiento en origen […] 

Antonio Nahman García, director de Giol en el año 1983, denunciaba a las adulteraciones metafóricamente como ¨excesos de inmoralidad¨, cuando tomó las medidas tendientes a proteger a los pequeños y medianos productores, desde la empresa estatal.

¨[…] Las medidas que se han tomado […] son las posibles dentro de un lapso tan breve¨ […] ¨el INV tendrá que jugar un fundamental papel en las etapas de fiscalización y promoción […] es por todos conocido ¨el flagelo que significa  el fraude y el estiramiento¨ […] ¨los mal llamados excedentes vínicos no sabemos si existen o no, pero lo que sí sabemos es que existen excesos de inmoralidad […] hay excepciones y que son los más los industriales honestos que no han caído en esa variante, pero que se han visto afectados por la comptenecia desleal de aquellos malos industriales […]¨
  
Según estipula Los Andes, el problema en la vitivinicultura ¨es un problema político¨ ya que las decisiones políticas determinan el rumbo de la vitivinicultra.
[…] “Lo que no cabe esperar y esa es una realidad que no debe ocultarse es que la actual política  “que se conduce  desde el palacio de Hacienda de la Nación¨ no admitirá ninguna clase de subsidio ni ayudas ni créditos especiales para un sector como el vitivinícola.”[…] 

Las diversas entidades, insisten en que el Estado debe ser el subsidiario de una industria en quiebra, los subsidios eran a menudo la ¨solución¨ a todos los tipos de problemas estructurales. Sin embargo, las opiniones eran dispares, y a veces contradictorias. 
Las políticas implementadas desde la Capital Federal, son en gran medida las ¨responsables¨ del estado de crisis en la vitivinicultura al subsidiar en forma inapropiada (o no según lo vea cada empresario, dirigentes gremialistas) al complejo vitivinícola.

De esta manera, se hace énfasis en las políticas públicas del Estado, que son las que en última instancia, se dirigen a controlar las distintas etapas de la vitivinicultura. En palabras de Carlos Magni, presidente de cooperativas vitivinícolas: 
“ […] se ha demostrado que para que exista un mercado de libre competencia […] el Estado debe ejercer un efectiva policía contra el oligopsonio[…] el oligopolio […] el dumping […] el fraude y otras formas delictivas […] ” 

Las demandas se canalizaban hacia el Estado, aunque no siempre su intervencionismo era bien ponderado, así como tampoco el rol de dirigentes vitivinícolas y políticos: 
¨ […] Las falencias de un Estado -de un Estado protector e intervencionista- aprovechadas por ciertos ¨empresarios vitivinícolas¨ con sus improvisaciones y especulaciones atrevidas han llamado a escena ciertos personajes cuyo juego demagógico […] y dispuesto a  esperar mágicas soluciones para sus problemas. […] 

Por una parte el seudoempresario gremialista de oficio, que se proclama airado defensor de un determinado sector aunque su representatividad la constituya un sello y un  teléfono […]  asignando a un sector intenciones en perjuicio de otros. Además está el que formando parte de algunos agrupamientos políticos de cierta significación local, intenta presionar sobre los funcionarios y Entes Oficiales específicos, avanzando planes y tratando de modificar e interferir la aplicación de medidas y disimular o agrandar los problemas según convenga […] Se trata así de captar a quienes se sienten perjudicados por sus propios errores, e improvisaciones […] y que aunque van comprendiendo que ahora no hay otra solución que tomar conciencia de la realidad […] se mantienen sin embargo a la espera de quien les promete una vez más el salvavida de precisos políticos, de créditos baratos, de la compra de sus excedentes por el Estado y de cualquier otra cosa que pueda aún prolongar sus nostalgias de tiempos fáciles […] ¿Por qué aceptamos estos personajes que carecen de capacidad y seriedad para considerar nuestros problemas según la realidad? ¿Es que el futuro vitivinícola se hará en base a factores del mercado o factores políticos? […]



 En esencia, ¿qué demandas se atribuye la Asociación Vitivinícola Argentina (AVA)? El excesivo intervencionismo del Estado es visto como un impedimento a la filosofía de ¨libre mercado¨ propugnada por aquel, durante aquellos años de intento de reforma económica neoliberal. El cuestionamiento es, en efecto, la excesiva participación del Estado como regulador del mercado tanto desde su participación en Giol, como el otrogamiento de subsidios y ayudas económicas destinadas a proteger a los productores.  Será entonces AVA en representación de empresarios vitivinícolas y fraccionadores en Buenos Aires, la que reclamaba una mayor participación del sector privado en las decisiones tomadas frente a la crisis. 

Por otra parte, la crítica estaba dirigida hacia aquellas organizaciones que nucleaban a  pequeños productores, tal como dirigentes vitivinícolas -cooperativas de la zona Este de Mendoza-  organización que por un lado emitía su juicio respecto de las políticas estatales, y a la conducta de AVA en torno a la crisis,  que cuestionaba la dudosa representatividad de los pequeños productores cooperativistas. 

En este caso, la opinión emitida por un dirigente de cooperativas, Santiago Mayorga: 
¨[…]Consultado acerca del silencio que mantiene la Asociación Vitivinícola Argentina en esta crisis que afecta a los productores de vinos que ellos comercializan, el doctor Mayorga dijo: ¨su actitud me hace pensar que está integrada por los empresarios de los grupos a que nos hemos referido en este reportaje (Es decir, que serían aquellos que lucran con esta crisis), en tanto que otros no se encontrarían dentro de esa tesitura, como son las que no están asociadas en el copamiento del mercado interno, tal es el caso de José Federico López (h) y de Pascual Toso […]¨
 
En este caso, José Federico López (h) de Bodegas López, es integrante de la Comisión directiva
 de la Asociación Vitivinícola Argentina; Mario Toso empresario vitivinícola y posterior interventor del Instituto Nacional de Vitivinicultura –INV- durante 1982.
 De esta manera la puja entre los empresarios y el Gobierno Provincial de Mendoza se hacía notoria.
¨[…] Las grandes diferencias de fondo que siempre caracterizaron a los distintos grupos de entidades gremiales empresarias, se mantienene e incluso se incrementan en estas especiales situaciones de crisis […] A todo esto, los únicos que manejan suficiente poder económico y de decisión capaz de cambiar el estado actual de cosas, permanecen indiferentes a las múltiples convocatorias empresarias y siguen realizando pingües negocios a espaldas de los productores, genuinos generadores de la riqueza de este suelo. […] Como si ese solo hecho de por si no bastara para agregar un factor de distorsión, la Asocación Vitivinícola Argentina (AVA) formada en parte por los grandes fraccionadores de los centros de consumo masivo de vinos, no participó para nada de las deliberaciones de los empresarios del sector.  Es evidente que algunos miembros de esa asociación –cuya única participación en la industria vitivinícola se limita a la intermediación comercial- no tienen ningún interés en la recuperación del mercado de traslado y en el fortalecimiento de la agro-industria. De encontrarse una solución a la crisis de coyuntura con proyección hacia una reestructuración de la industria, la AVA perdería el acceso a las ganancias extranormales y además, dejaría de mandar en el mercado […] ¨
  
La crisis permite visibilizar una feroz disputa entre los distintos intereses en juego: por un lado, productores mendocinos quienes abogaban por una vitivinicultura con un Estado interventor y, por otro lado, fraccionadores que solicitaban el cese de un intervencionismo del Estado excesivo, paternalista y venevolente, cuyas consecuencias eran según su perspectiva el aumento de la ineficiencia. En otras palabras, abogaban por una mayor libertad de comercialización, congruente con el libre juego de la oferta y la demanda que imperaba en el clima de época.   

En un contexto de grave crisis vitivinícola, se debatía la flamante ley de reconversión vitivinícola, que como instrumento legal apuntaba a limitar los excedentes desde la etapa cosecha y producción, y no desde los despachos de vinos como años antes. 
¿Cuales eran los principales puntos de la ley?

Se establecía un ¨cupo nacional  de producción de vino¨ fijando la cantidad de vinos a producir –a partir de al vendimia de 1983-  anticipado  antes del 1º de agosto anterior a la vendimia, y fijado el 1º de diciembre del mismo.
Para la estimación del mismo, el INV –autoridad de aplicación- calculaba el consumo interno y exportaciones, deduciendo las existencias anteriores y agregando una reserva de no más del 20% de la estimación del consumo interno. Los propietarios de los viñedos debían inscribirse  ante el INV, para la obtención de la titularidad de los cupos. Mediante cálculos de coeficientes –¨A¨; ¨B¨ y ¨C¨-, se otorgaban los cupos correspondientes.
 El coeficiente ¨A¨ remitía al cociente entre el ¨cupo nacional de producción del ejercicio en consideración¨
 y el correspondiente al año anterior; el coeficiente ¨B¨, resultaba de las variedades de uva que el INV promoviera o desalentara
. Por último, el coeficiente ¨C¨, estipulaba el porcentaje ¨de participación de la zona que se encuentra el viñedo en los despachos de vino correspondientes al año calendario anterior¨
.  
 El promedio de los últimos 5 años de la producción de cada viñedo, servía como parámetro de base, junto a otras consideraciones técnicas. El cupo para cada viñedo, se calculaba multiplicando estos tres coeficientes antes descriptos entre sí. 
Un punto importante de la ley que generó controversias, era el artículo 14: 

¨ […] Prohíbese el despacho al consumo en el mercado interno de un volumen parcial de las existencias totales de vinos de mesa al último día del mes de promulgación de la presente ley. Este volumen será equivalente a los vinos de mesa cosecha 1981 y anteriores, existentes al 31 de julio de 1982 y por zona productora. Los volúmenes afectados por esta limitación, tendrán por destino su exportación, su uso no vínico en el mercado interno o su venta a los Estados Provinciales, de acuerdo con lo establecido en la presente ley. […]¨
En otras palabras, este artículo estipulaba un bloqueo al despacho al consumo, que equivale al volumen de cosecha de vinos 1981. Nuevamente el INV era quien establecía el porcentaje de vinos comunes bloqueados según el art 14, descripto anterormente
, quedando desafectados por la disposición aquellos vinos de propiedad del Estado Nacional y provincial, o los que sean provenientes del Operativo Cancelación de Deudas Bancarias con vino
. Todos aquellos vinos ¨averiados¨ y ¨enfermos¨, serían objeto de bloqueo (aquellos que se presentaran en estas condiciones el último día del mes de la promulgación de la ley 22667 (octubre de 1982).  
También la ley establecía el precio de compra de los vinos por parte del Estado., pagándose en tres cuotas igules y consecutivas, a los 30, 60 y 90 días, a partir de la fecha de compra. El volumen máximo de compra de los vinos por parte del Estado, era de 9.500.000 hectólitros. Para la concreción de tal fin, el Estado –a través del Ministerio de Economía-   dispuso de 700 mil millones de pesos moneda nacional a los Estados Provinciales
. Tal adelanto dinerario sería cancelao con ¨un incremento transitorio de la tasa de impuestos internos aplicable al consumo de vinos¨
. El porcentaje del aumento de esta tasa de impuestos, sería actualizado con el índice de precios mayoristas, estipulado por el Instituto Nacional De Estadísticas y Censos. 
5. Proyecto de Reconversión: Su discusión
La discusión en torno a aplicación de la ley de reconversión encendió fuertes disputas, desde varios frentes:

Los viñateros y maquileros menos capitalizados, a los que la ley de reconversión los perjudicaba fuertemente, porque la aplicación de la norma implicaba un bloqueo indirecto –cupos maximos de producción-, y, por otro lado, obligaba a la diversificación de una parte de la producción total, para tal fin, los pequeños productores debían poseer el capital necesario para la elaboración de mostos.

También, se encontraron aquellos que apoyaban tal ley, pero criticaban la insuficiencia de cupos, que imposibilitaba levantar la totalidad de las cosechas y en consecuencia, no podían colocar sus cosechas en el mercado. Al ser transferibles, los cupos eran factibles de formar parte de un ¨mercado negro de cupos¨; por tanto quienes tenían mayor capacidad de adquisición de dichos cupos, los compraban para producir mas vinos y consecuentemente favorecían la concentración de la producción promoviendo inequidades entre aquellos de mayor y menor poder económico. Amadeo Vilomara, titular de la Asociación de Viñateros de Mendoza, señala la pérdida de cosechas a raíz de la aplicación de la ley de reconversión 22667:
“Si fuera un ley buena, la defenderíamos sin ningún reparo. Pero estamos seguros que es contraria a los intereses de los productores vitivinícolas […] El 35% del bloqueo que fija la ley será cumplido solamente por el viñatero productor. No lo hace así el bodeguero integrado, que mediante otros mecanismos, como exportación o fraccionamiento, logrará librarse del bloqueo […] La Ley de Reconversión pretende sacar stock a los viñateros productores a bajo precio. “Para eliminar stocks del mercado […] habría que prohibir  la plantación de viñedos, cosa que la ley no regula“ […] no solo se está retirando efectivamente vino del mercado, sino que además el Gobierno está haciendo muy buen negocio junto con los grandes fraccionadores“
    

· La Comisión de Defensa de la Producción Vitivinícola (que nucleaba a la Asociación de Viñateros de Mendoza; la Sociedad Vitivinícola de Mendoza y la Asociación de Cooperativas Vitivinícolas de  Mendoza y otras entidades), criticaban fuertemente la ley de Reconversión en diversos puntos, como la asignación de Cupos, ya que afirmaba que facilitaba la especulación y tendía a perjudicar a aquellos menos capitalizados. 
·  Aquellos empresarios quienes estaban radicados en Buenos Aires por ejemplo la AVA asociación de empresarios vitivinícolas que la criticaban fuertemente.
La Asociación de Empresarios Vitivinícolas (ADEVI), entidad que nucleaba a empresarios privados y fraccionadores apoyaba la ley por tratarse de la única norma que ha logrado hacer elevar el precio del vino de traslado, aunque admitiendo que podía mejorarse. Por otra parte, no había consenso en la ADEVI respecto de la aplicación de “precios máximos” al consumidor.
“ […] es el único elemento ordenador de al industria que existe en la actualidad” […] el dirigente gremial empresario dijo que  uno de los propósitos que pretendía la Ley era la tonificación de los precios del vino de traslado […] esa pretensión se cumplió en los primero meses de aplicación de la ley […] sin embargo el Estado Nacional emitió luego una disposición mediante la cual se imponía precio máximo al vino al consumidor, contradiciendo así el espíritu de la Ley de Reconversión […] el bloqueo determinado por la ley fue perjudicial para Mendoza […] “ El fraccionamiento en origen es fundamental y deba estar en la misma ley. En el proyecto original estaba  y luego fué retirado […]”
  
Acerca de la ley,  la Unión Cívica Radical abogaba por su derogación, como futura medida a implementarse en el eventual traspaso de gobierno, acción que estaba por llevarse a la práctica por dirigentes de la UCR mendocinos, al insaurarse el gobierno constitucional.
“[…] La aplicación de la ley 22667 mal llamada de “reconversión vitivinícola y que propiamente debiera llamarse “ley de destrucción vitivinícola” llevada hasta sus últimas consecuencias con asombrosa insensibilidad por el INV […]

La UCR, pretendía entonces establecer un programa de mejoramiento de la infraestructura del sector agroindustrial vitivinícola, a través del dictado de una ley sobre fraccionamiento, con certificación y denominación de origen, entre otros puntos tales como la prohibición de implantación de nuevos viñedos. Asimismo, pretendía presentar medidas de amparo para autorizar la elaboración de producción que quedara eventualmente fuera de los cupos establecidos por la ley 22667.    
No faltaron aquellos que defendían la ley. El Interventor de lINV, Mario Toso manifestaba su optimismo, argumentando que mejoraba los precios del vino en el mercado de traslado, consecuentemente se oponía por completo a la modificación o derogación de la ley, aunque admitía que al instrumentarse se veían limitados los cupos a los productores, debiendo estos dejar de lado parte de la cosecha.  

“[…] la ley lo que pretende es la solución de los problemas cíclicos que tiene la vitivinicultura. Aplicada en su totalidad puede resultar doloroso, especialmente dejar uva en la cepa […] Pero es la única forma en que se equipare la oferta con la demanda y entremos en un mercado estable […]” 
    
· La Sociedad Rural del Valle de Uco, entidad se opuso rotundamente a la aplicación de tal ley de reconversión: en especial los cupos por vinificación, en un intento por ampliarlos.

El diario “Los Andes” criticaba rotundamente la dicha ley de reconversión, por tratarse de una ley que carecía de los instrumentos necesarios para prevenir falsificaciones de vinos, además, actuaba en prejuicio de los viñateros, que ante la ausencia de recursos económicos, se veían imposibilitados de diversificar los excedentes de su producción.
“ […] se emite la llamada “ley de reconversión vitivinícola” que tiende […] a equilibrar la producción y el consumo, introduciendo no menos de tres defectos sustanciales, como eliminar excedentes sin prohibir nuevas implantaciones, no efectuar aporte alguno al control del “estiramiento” en los grandes centros de consumo y desconocer las ventajas excluyentes del fraccionamiento en origen […] desde los sectores oficiales se fomentó permanentemente en declaraciones públicas la alternativa de transferir los cupos, formandose un mercado de cupos que no hizo más que llevar la especulación al sector del trabajo […] La ley de reconversión castiga al viñatero negándole la elaboración de una parte de su trabajo a cambio de que en el futuro se le ofrecerán mejores precios, por haber contribuido a levantar los valores del precio del vino. Pero a la vez, la nación aplica un norma que regula el precio del vino […]”
   
Hacia el año 1982-83, el precio del vino estaba debilitado y las adulteraciones eran frecuentes, desde aquellas empresas que elaboran vinos comunes, cubiertos por los “precios máximos” establecidos por el gobierno. En este sentido, la ley de reconversión vitivinícola 22667, es un instrumento según muchos especialistas que ayudó a los estiramientos ya que, en primer lugar, muchas empresas hacían figurar cosechas superiores a las reales sin el debido control de aquellos viñedos que estaban utilizados, haciendo figurar los que eran abandonados como parte de la producción declarada.
En Segundo lugar, para llegar a los niveles de producción estipulados, se ¨estiraban o adulteraban¨ los vinos, con agua y/o con alcohol. Con agua, aquellos vinos con mayor graduación alcohólica o bien se utilizaban mostos con el agregado de alcohol para falsificar los vinos. Para Edgardo Díaz Araujo, Jurista Asesor de la comisión de Defensa de la Producción vitivinícola: 
¨ […] la ley de reconversión 22667 posibilita adulteraciones porque el INV “carece de bases reales de estimación. Al no haberse efectuado un catastro actualizado, y dada la gran cantidad de viñedos que se fueron abandonando en los últimos años, y que no han sido denunciados al INV, se parte de una dudosa apreciación de las producciones reales […] ¨
 
La aplicación del cupo de producción, según  el artículo 3º de la ley 22667 de  reconversión vitivinícola estipulaba el cálculo de los cupos
 
¨ […] se calculará multiplicando el promedio de las cantidades de vino producidas con su uva durante los últimos cinco (5) años por el cupo nacional de producción correspondiente al año 1983 y dividiendo el promedio de la producción nacional correspondiente a los últimos cinco (5) años. […]¨
  
Entre otros objetivos, la ley de reconversión procuraba dar una solución a los excedentes vínicos, promoviendo la diversificación de los usos de la uva, tal como la elaboración de mostos
 cuyo destino planificado era el mercado externo. Así los sobrantes encontraban colocación adecuada. Sin embargo, la ley poseía sus detractores, por sus resultados en el corto plazo. Vale aclarar que la ley establecía cupos de vinificación, que como ha sido dicho, eran transferibles.
  
¨ […] Como consecuencia de la ley se crea un novedoso mercado de cupos que necesariamente degenerará en un mercado negro, con manejo de números que beneficiará a los inescrupulosos de siempre […] ¨

Los integrantes del Centro de Viñateros y Bodegueros del Este se expresaban en repudio de los escasos cupos de vinificación, establecidos por el INV: 
¨ […] la compulsa entre los asociados, ¨demostrará que el porcentaje destinado a vinificación está lejos del anunciado por el Instituto¨ […] ¨el grueso de los productores podrá elaborar de un 30 a un 60% […] ¨ 

De acuerdo las opiniones en torno a la ley 22667 a través de una nota editorial, Los Andes manifiesta su criterio. Su punto de vista es importante, porque denuncia por un lado el escaso tiempo que tenían los pequeños productores para producir mostos ante la limitación de sus posibilidades económicas, también denunciaba las maniobras de los grandes empresarios que favorecía la Ley de Reconversión. No menos significaiva era la  incoherencia en la política económica nacional, al defender los precios máximos del vino, a expensas del pequeño productor.
¨ […] La declarada intención de propender a diversificar el destino no vínico de los frutos se niega a sí misma por la oportunidad de su entrega, sin tiempo posible para intentar proyectos coherentes, lo que no deja otra alterantiva que la pérdida de esa parte de la producción […] Precisamente, la ley de reconversión institucionaliza aquellos casos de elaboración con producción propia que hayan abultado las cifras reales de producción para facilitar el ¨estiramiento¨de los caldos […] La forzada disminución de la oferta de uvas  para defender el precio del vino no representa más que el sacrificio de un sector a favor del otro. Una forma de subsidio encubierto […] ¨
  

Hubo quienes pedían la derogación de la norma, por considerarla una ley ¨dañina¨
. En consecuencia, estaban quienes se oponían fervientemente a los cupos. Productores de General Alvear, daban advertencias, respecto de la toma de medidas tendientes a solucionar los inconvenientes que generaba dicha ley.
¨ […] se exige, por parte de los productores, que sean molidas al cien por ciento de las uvas de San Rafael y de General Alvear, ya que no existen excedentes vínicos en ambos departamentos […] en el sur de la provincia no podemos festejar participar de la fiesta de la Vendimia, ya que no hay nada que festejar, por cuanto se está perdiendo la producción […] ¨
  
La AVA, apoyaba los resultados parciales de la citada ley de reconversión, pese a las controversias suscitadas de acuerdo a la ausencia de los cupos. Sin embargo, este aspecto –la ausencia de cupos- no era analizado por esta entidad. Si hacía observación acerca de la ausencia de diversificación -basada esencialmente en mostos-, y los excedentes vínicos que eran de oneroso almacenamiento dado su baja calidad.
“[…] La ley argentina que limita el uso de las uvas producidas y que se ha denominado de reconversión vitivinícola, en sus primeros resultados sobre la cosecha 1983 ha sido favorable para el aumento del precio del vino en origen, aspecto de suma importancia […] La pretendida diversificación en cambio se ha canalizado por la vía aparentemente más fácil, que parece ser la elaboración de mostos […] Este cuadro es de gran preocupación para quienes piensan racionalmente […] Lamentablemente parece que otros desean continuar intentando la vía más fácil de las ayudas del Estado”  
Por otra parte, se daba una tensión entre el gobierno nacional y el provincial, en torno a los resultados que derivarían de la aplicación una ley de envasado en origen de los vinos: en efecto, evitaría el posible estiramiento de vinos y el manejo discrecional del poder, desde los fraccionadores en Buenos Aires:  
“[…] El federalismo no es un principio que se satisfaga a si mismo […] es un hecho que se conquista y se mantiene […] ha faltado la decisión política de establecer un acuerdo con las otras provincias productoras de vinos comunes […] para concretar leyes provinciales que taxativamente prohíban la salida de vinos comunes  que no hayan sido fraccionados en origen. […] deberá encontrarse un sistema capaz de soportar la reacción que eventualmente puedan generar quienes consideren afectados sus intereses […] El federalismo se debe ejercer desde las provincias. Y no se podrá ejercer mientras no exista decisión de hacerlo. No habrá auténtico federalismo, mientras las provincias no integren polos alternativos al poder de la Capital Federal y los intereses que representa […]”
  
Durante el Gobierno democrático de Raúl Alfonsín, la crisis persistía tenazmente, sin perspectivas de mejora alguna. La economía regional de cuyo, en especial Mendoza, se hallaba bajo una situación compleja, debido a fuertes endeudamientos y pérdidas de viñedos, consecuencia de fenómenos climatológicos. El presidente de la Sociedad Rural de General Alvear manifestaba en 1984 que el citado departamento de Mendoza era una zona de “catástrofe vitivinícola”, manifestando sus reclamos a el INV, por un lado, así como al Departamento General de Irrigación, entidad que en conferencia de prensa interrumpiría el suministro de agua a aquellos productores que se encuentren endeudados con el ente citado.

“[…] Tendrá que pensar muy bien irrigación donde verterán el agua que los productores no van a poder aprovechar, porque hasta que no mejor la rentabilidad de los que producen no podrán afrontar sus deudas […] Parece que irrigación ignora una triste realidad, que el que más trabajó, fue el que más se empobreció […] “que no piense el gobierno que estamos en un plan de desestabilización, palabra muy en boga en estos días […] Pero si debe pensarse que mientras sigan implementándose injustas medidas la democracia demorará en consolidarse “ […]”
 
Por otra parte, el Estado se encontraba en una situación crítica, por la tenencia de vinos comunes –fruto de las compras a los productores- para paliar la crisis de de acuerdo a la ley de reconversión 22667
. Además de los excedentes en poder de Giol y parte de pago de deudas bancarias establecidas con productores, años anteriores, en poder del Estado provincial. El ministro de Economía  de Mendoza señalaba: 

“[…] los vinos que se encuentran en poder del Estado […] es un gravísimo problema que tiene Mendoza […] el monto destinado a alquiler de vasijas, mantenimiento, etc. significa la erogación necesaria para construir por año, o veinte escuelas, o dos hospitales regionales […]”
    
Una de las opciones respecto de los excedentes vínicos consistía en el derrame, pero se descartaba, dado el impacto ecológico a la zona de acción. Otra de las opciones era su destilación en alcohol para el uso en alconafta. El Estado, tenía en su poder unos 261 millones de litros de vino, distribuidos en 47 bodegas de Mendoza, cuyo costo de mantenimiento era de unos 10 millones de pesos argentinos
.  El oneroso tratamiento de los excedentes, y los defectos de la ley de Reconversión Vitivinícola, determinaron el escaso éxito de ésta. Hacia junio de 1984, los artículos 1 hasta 6 de la ley de Reconversión, fueron suspendidos
, durante la vendimia 1984 y 1985. Hacia agosto de 1984, el tema planteado en la opinión pública era su reemplazo  por una nueva ley. Los propósitos del nuevo proyecto eran: la integración del pequeño viñatero al sistema cooperativo, de primero, segundo, tercero y hasta cuarto grado
.  
6. Conclusiones preliminares del período
Es útil destacar algunos aspectos que actuaron en conjunto, conforme al período de crisis analizado. En primer lugar, la disputa entre eficientes e ineficientes, encarnada en torno a productores y empresarios versus el Estado, era un tema de debate que abrió múltiples frentes durante la primera etapa de los postulados neoliberales. Por otra parte, la aplicación de la Ley de Reconversión agravó aún más las prácticas ilícitas, tales como adulteraciones, estiramientos y falsificacion de vinos, ya que, si bien la ley establecía la relación de uva-vino a producir, no estipulaba controles severos de adulteraciones en los centros de consumo por parte de la autoridad de aplicación –INV- ; además una muy pequeña parte de la producción era envasada en origen. 
En segundo lugar, la ley de reconversión fue el ¨golpe de gracia¨ a los pequeños viñateros, 1) porque obligó a que diversificaran parte de su producción: si bien la diversificación era beneficiosa al promoverse las exportaciones de mostos, los pequeños productores carecían de los medios materiales para diversificar su producción, y los tiempos exigidos para la realización de los objetivos eran muy breves; 2) porque aquellos productores que debían producir una mínima cantidad de uvas para la vinificación –haciendo rentable su producción-, no lo podían hacer ya que los cupos de vinificación limitaban en algunos casos hasta más de un 30% de las cosechas, provocando la desaparición de aquellos con menor capacidad financiera o de quienes no lograran integrarse al sistema. 
Muchos productores pequeños no tenían otra salida que vender los cupos a los más grandes o bien producían menos para poder sobrevivir. La desaparición de pequeñas bodegas, se aceleró en este segundo período (1982-1984) que años atrás, por el previo endeudamiento de los productores, que no pudieron subsistir a la ley de Reconversión Vitivinícola. Por el contrario, la ley posibilitaba maniobras a los más grandes ya que le daba la posibilidad de transferencia de cupos, al promoverse un mercado ¨negro¨ de cupos se compraban y vendían estos especulando ante su demanda. Aquellos empresarios que tenían más volumen de producción de vinos, tenían mejor capacidad de negociación de los mismos; y los pequeños productores, o bien se veían en la necesidad de venderlos y dejar de lado su producción, o necesitaban  imperiosamente comprarlos para no perecer. De esta manera, obligadamente –ya en un contexto de grave crisis financiera de Bodegas y viñedos Giol, y ante una inminente crisis, vitivinícola, la ley 22667 fue puesta en suspenso. Los artículos 1º al 5 de la Ley de Conversión, fueron puestos en suspenso, para la vendimia 1984 (Ley 23061
) y para la vendimia 1985 (Ley 23093
). No obstante, la crisis persistió, hasta que las condiciones cambiarias del país favorecieran a la vitivinicultura argentina hacia la década de 1990, reencauzándola hacia su posterior reconversión. 
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